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Expediente Nº 207-2008
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Voto Nº 002-2009

Sentencia número 001-2009. Tribunal Aduanero Nacional. San José, a las catorce horas con quince minutos del trece de enero de dos mil nueve.

Conoce este Tribunal del recurso de apelación presentado por el señor XXXXXXX, en representación de la Agencia de Aduanas XXXXXXX, contra la Resolución de la Dirección General de Aduanas número RES-DN-1843-2007 de fecha 19 de setiembre del 2007.
RESULTANDO
I. Con resolución número RES-DN-225-2007 del 2 de febrero del 2007, la Dirección General de Aduanas, en adelante DGA, inicia procedimiento ordinario contra la Agencia Aduanal XXXXXXX y contra el importador XXXXXXX, tendiente a revisar la determinación del valor consignado en la declaración aduanera de importación número XXXXXXX del 02-03-2006 de la Aduana Santamaría, mediante la cual se despachó un vehículo automóvil usado que fue declarado de marca Nissan, Estilo Sentra, Modelo Sedán, Año 1993, Transmisión Mecánica, 5 velocidades, Número de Identificación JN1EB31POPU224386, Clase tributaria: 2263143, Valor $877.00.  Lo anterior con fundamento en lo que dispone para dicho vehículo el oficio número AVT-ATSJ-098-6 de 15-6-2006, (folios-15-21), emitido por el Área de Valoraciones Tributarias de la Administración Tributaria de San José, en adelante AVT, considerando las características del vehiculo según el número de VIN en la base de datos del Sistema de Información Integral de la Administración Tributaria (SIIAT), que contiene los valores de hacienda, la información del  CARFAX Vehicle History Reports, respecto a la marca y tipo de vehículo, la información adjunta al expediente, la referencia a la ficha vehicular N°155, levantada en el Almacén Fiscal XXXXXXX, visible a folio 03 y la publicación especializada denominada Black Book, elementos en virtud de los cuales se determinó que en realidad el vehículo nacionalizado es de estilo NISSAN SENTRA XE y de TRANSMISION AUTOMATICA, y no como fue declarado y que en consecuencia le corresponde la clase tributaria N° 2196844, por lo que el valor de importación declarado de $877.00 es inferior al valor determinado por el AVT, el cual alcanza un valor de $1.434.13, criterio que se sustenta en lo establecido en el Decreto Ejecutivo número 32458-H del 7 de julio del 2005, generándose de dicho acto una presunta diferencia de tributos a favor del Estado por la suma de ¢221.712.17. (ver folios 46-60)
II. Que no consta en expediente que los interesados hayan presentado escrito de alegatos en su defensa.

III. Mediante resolución número RES-DN-1843-2007 del 19 de setiembre del 2007, la DGA dicta el acto final del procedimiento ordinario e indica que con base en la información que consta en expediente, que al vehículo de referencia le corresponde en efecto la clase tributaria N° 2196844, existiendo una diferencia en el valor de importación para el vehículo de referencia, toda vez que el valor declarado es inferior al indicado por el AVT en su informe AVT-ATSJ-098-6 y al Informe INF-ONVVA-DCP-SR-043-2006 ( ver folios 35-44), del Órgano Nacional de Valoración y Verificación Aduanera, puesto que el valor de importación declarado es de  $877.00, y el determinado por el AVT,  alcanza un valor de $1.434.13, generando el cambio en el valor de importación para la declaración aduanera citada un ajuste en la obligación tributaria aduanera por un monto a favor del Fisco de ¢221.712.17.  (ver folios 61-75)
IV. Por medio del escrito presentado el 09 de octubre del 2007, el recurrente interpuso incidente de nulidad absoluta por carecer el acto final de los elementos necesarios que le dan validez al acto administrativo, como son el contenido y el motivo, entre otros y los recursos de reconsideración y de apelación. (ver folio 77) 
V. Con resolución RES-DN-1614-2008 del 21 de julio del 2008, la DGA rechaza en todos sus extremos la nulidad interpuesta, confirmando en todos sus extremos la resolución recurrida y emplaza a la parte para que dentro del plazo de ley, se apersone ante este Tribunal a mantener, reiterar o ampliar sus alegatos. (ver folios 78-96).
VI. La Dirección General de Aduanas con oficio DN-1166-2008 del 6 de octubre del 2008, remitió el expediente al Tribunal Aduanero Nacional.  (ver folio 97)
VII.  A través de escrito presentado ante esta sede en fecha 25-9-2008, el señor XXXXXXX presenta los alegatos de defensa y de nulidad en el presente asunto, esgrimiendo los siguientes argumentos: (ver folios 98-103)
· La determinación de la obligación tributaria aduanera fue llevada a cabo por los funcionarios aduaneros y se autorizó el levante de las mercancías, por lo que resulta ilusorio e ilegal pretender modificar posteriormente sus propios actos, pues hacerlo implica necesariamente su revocatoria  y resulta evidente que la autoridad aduanera al momento de efectuar el proceso de verificación no encontró diferencias con respecto a la declaración, de ser así lo hubiese notificado de inmediato en la parte trasera de la declaración tal y como se realizaba en ese año, al declarante para que realizara las correcciones del caso.
· De acuerdo al artículo 86 de la LGA y al procedimiento de despacho aplicable, el agente aduanero, consigna en la declaración aduanera la información correspondiente para la determinación de la obligación tributaria aduanera, esencialmente la descripción de las mercancías, su clasificación arancelaria, cantidad y tributos y el funcionario aduanero procede a revisarla y si todo está en orden asigna el tipo de revisión que le corresponde, de tal manera que en este caso el funcionario incumplió con sus obligaciones, ya que al no presentar la declaración una clase tributaria él no debió aceptarla hasta que se subsanaran los defectos.  Así, si la información consignada en la declaración presentaba un error, al no incluirse la clase tributaria requerida y que según la apertura del procedimiento no existía, pensar que su representada es responsable por una actuación totalmente ajena a su función, es improcedente porque debió el funcionario de aduanas paralizar la presentación de la declaración y notificar de inmediato el error y someter a conocimiento de sus superiores si cambia una sanción administrativa contra el agente aduanero por el error dado en dicha declaración, por lo que lo procedente es iniciar el procedimiento contra esos funcionarios incluyendo al importador, conforme con los artículos 10 del CAUCA y 16 de la LGA, máxime que en este caso, hubo revisión documental, cuyos elementos eran fácilmente verificables con la información soportada en el sistema informático.
· La DGA, señala como responsable a la Agencia recurrente y al importador por los impuestos dejados de percibir, y si bien en la parte dispositiva se habla en términos de supuestas diferencias sin embargo, en todos los considerandos de la resolución, la DGA da como una verdad real que el valor de las mercancías debe modificarse y cobrarse los tributos dejados de percibir.  Actuación que conlleva una desventaja evidente para su representada, pues a pesar de la defensa que realiza, indica que la DGA mantendrá lo que ya ha adelantado.  El hecho de conceder un plazo de 15 días para presentar la defensa y pruebas no justifica el respeto del debido proceso, pues se deduce a una meridiana inteligencia la subjetividad de la DGA en este proceso.
VIII. Que en virtud de que los Licenciados Velázquez Díaz y Villalobos Orozco, se encuentran disfrutando de sus vacaciones legales, se integra el Tribunal, con los Licenciados Enilda Ramírez González y Gerardo Bolaños Alvarado en calidad de Miembros Especialistas Suplentes de este Tribunal, de conformidad con el nombramiento comunicado a través del Acuerdo No. 075-H-2008 de 12 de diciembre de 2008, cuya copia corre al folio 107 del expediente administrativo. 

IX. En la tramitación del presente recurso se han observado las prescripciones de ley.

Redacta la Licenciada Contreras Briceño; y,

CONSIDERANDO 

I.  Objeto de la litis: Determinar la procedencia de la modificación de la clase tributaria y del valor de importación a la mercancía amparada a la declaración aduanera de importación número XXXXXXX del 02-03-2006 de la Aduana Santamaría, mediante la cual se despachó un vehículo automóvil usado que fue declarado de marca Nissan, Estilo Sentra, Modelo Sedán, Año 1993, Transmisión Mecánica, 5 velocidades, Número de Identificación JN1EB31POPU224386, Clase tributaria: 2263143, Valor $877.00.  Lo anterior con fundamento en lo que dispone para dicho vehículo el oficio número AVT-ATSJ-098-6 de 15-6-2006, emitido por el Área de Valoraciones Tributarias de la Administración Tributaria de San José, considerando las características del vehiculo según el número de VIN en la base de datos del Sistema de Información Integral de la Administración Tributaria (SIIAT), que contiene los valores de hacienda, la información del  CARFAX Vehicle History Reports, respecto a la marca y tipo de vehículo, la información adjunta al expediente, la referencia a la ficha vehicular N°155, levantada en el Almacén Fiscal XXXXXXX, visible a folio 03 y la publicación especializada denominada Black Book, elementos en virtud de los cuales se determinó que en realidad el vehículo nacionalizado es de estilo NISSAN SENTRA XE y de TRANSMISION AUTOMATICA, y no como fue declarado y que en consecuencia le corresponde la clase tributaria N° 2196844, por lo que el valor de importación declarado de $877.00 es inferior al valor determinado por el AVT, el cual alcanza un valor de $1.434.13, criterio que se sustenta en lo establecido en el Decreto Ejecutivo número 32458-H del 7 de julio del 2005, generándose de dicho acto una presunta diferencia de tributos a favor del Estado por la suma de ¢221.712.17.
II.  Sobre la admisibilidad del recurso de apelación: En forma previa revisa este órgano el aspecto de admisibilidad del recurso de apelación interpuesto conforme la LGA, es decir, para determinar si en la especie se cumplen los presupuestos procesales, que son necesarios para constituir un procedimiento válido.  En tal sentido dispone la ley que contra la resolución dictada por la DGA, cabe recurso de apelación para ante este Tribunal, el cual debe presentarse dentro de los tres días hábiles  siguientes a la notificación del acto impugnado, es decir, que el recurso debe ser presentado en tiempo. Así, tenemos que en este caso la resolución recurrida, para todo efecto legal, fue notificada el 05 de octubre del 2007 y el recurso de apelación fue interpuesto el 09 del mismo mes y año, dentro del plazo legalmente establecido. Además debe ser presentado en forma, o sea, cumpliendo con los presupuestos procesales, entre ellos, los relativos a la capacidad procesal de las partes que intervienen en el procedimiento, lo cual no genera problemas en el presente caso, toda vez que consta en folios 105-106 del expediente la respectiva personería del señor XXXXXXX para representar a la Agencia de Aduanas XXXXXXX en este caso. Siendo entonces que en la especie, se cumplieron con dichos requisitos de admisibilidad, estima este Tribunal admitir el recurso de apelación.
III.  Sobre las nulidades alegadas: Por ser de previo y especial conocimiento se avoca este Tribunal al conocimiento de las nulidades alegadas, revisando la actuación administrativa con el objeto de determinar si los actos de la Autoridad Aduanera se han emitido en forma válida y eficaz, para lo cual el análisis se efectuará sobre los aspectos esenciales que la parte ha considerado como violatorios del ordenamiento jurídico aduanero,  las cuales de seguido se analizan:
· En el momento del despacho se autorizó el levante de las mercancías, a satisfacción de la administración aduanera: Indica que la determinación de la obligación tributaria aduanera fue llevada a cabo por los funcionarios aduaneros y se autorizó el levante de las mercancías, por lo que resulta ilusorio e ilegal pretender modificar posteriormente sus propios actos, pues hacerlo implica necesariamente su revocatoria  y resulta evidente que la autoridad aduanera al momento de efectuar el proceso de verificación no encontró diferencias con respecto a la declaración, de ser así lo hubiese notificado de inmediato en la parte trasera de la declaración tal y como se realizaba en ese año, al declarante para que realizara las correcciones del caso.
En tal sentido debe señalarse que el hecho de que durante el despacho de las mercancías la administración no haya realizado ningún reparo no significa que las autoridades aduaneras no puedan conforme con la normativa, revisar dentro del plazo de 4 años establecidos por el artículo 62 de la LGA, la determinación de la obligación tributaria aduanera y formular los alcances que correspondan así como exigir el pago de las sumas que se adeudan.

En efecto, nos estamos refiriendo a la posibilidad de la Administración de revisar a posteriori, lo actuado en el despacho, sin que ello sea violatorio de derechos adquiridos o situaciones ya consolidadas, ni que impliquen errores u omisiones cometidas por la Administración en el control inmediato.  

En línea con ello, debemos indicar que la normativa otorga a las autoridades aduaneras las atribuciones para el ejercicio del control aduanero y para la revisión de las declaraciones aduaneras dentro de límites previamente establecidos.

Así, de conformidad con las disposiciones comunitarias y nacionales vigentes al momento de los hechos, no existe duda de que corresponde al Servicio Nacional de Aduanas, en forma exclusiva, el ejercicio de la potestad aduanera, entendida como  “...el conjunto de derechos, facultades y competencias que este Código, su Reglamento conceden en forma privativa al Servicio Aduanero y que se ejercitan a través de sus autoridades.”.  (artículo 7 del CAUCA ).

Por su parte la LGA, en su artículo 22, denomina como control aduanero, precisamente “...el ejercicio de las facultades del Servicio Nacional de Aduanas para el análisis, la aplicación, supervisión, fiscalización, verificación, investigación y evaluación del cumplimiento de las disposiciones de esta ley, sus Reglamentos y las demás reguladoras de los ingresos o las salidas de mercancías del territorio nacional, así como de la actividad de las personas físicas o jurídicas que intervienen en las operaciones de comercio exterior”.

Como parte integrante y esencial de la potestad aduanera, es decir, del conjunto de atribuciones, facultades y competencia asignada a las autoridades aduaneras, resulta indispensable, a efectos del caso sometido a consideración de este Tribunal, puntualizar las atribuciones, que en forma inequívoca el artículo 24 incisos a) y b), conceden en forma privativa a la autoridad aduanera, en el sentido de que le corresponde “Exigir y comprobar el cumplimiento de los elementos que determinan la obligación tributaria aduanera como naturaleza, características, clasificación arancelaria, origen y valor aduanero de las mercancías y los demás deberes, requisitos y obligaciones derivados de la entrada, permanencia y salida de las mercancías, vehículos y unidades de transporte del territorio nacional.”. (Art.24:a)

De igual forma es facultad del servicio aduanero, “Exigir y comprobar el pago de los tributos de importación y exportación.”. (art.24:b).

Debe agregarse que el legislador no se limitó a establecer el conjunto de atribuciones de las autoridades aduaneras, sino que además dispuso diferentes tipos de control en atención al momento o etapa en que pueden ser ejercidos, estableciendo el artículo 23 de la LGA una división tripartita del control aduanero, que podrá ser: inmediato, a posteriori o permanente.

En este orden de ideas, el control aduanero podrá ser “inmediato”, que es aquel que puede realizarse sobre las mercancías desde que ingresan al territorio aduanero o desde que son presentadas para su salida, y hasta antes de que se autorice su levante, es decir, antes de que la aduana permita a los interesados disponer de las mercancías que han sido objeto de un despacho.
 (ver artículo 23 LGA).  En otras palabras, un primer momento en que puede ser ejercido el control aduanero, es durante el procedimiento de despacho de las mercancías, lo cual se hará mediante la aplicación de criterios selectivos y aleatorios.

Otra oportunidad o momento para el ejercicio de las facultades aduaneras legalmente asignadas, lo es con posterioridad al despacho de las mercancías, y es el que se ha denominado “control a posteriori” que a tenor del artículo 23 de repetida cita, “...se ejercerá respecto de las operaciones aduaneras, los actos derivadas de ellas, las declaraciones aduaneras, las determinaciones de las obligaciones tributarias aduaneras, los pagos de los tributos y la actuación de los auxiliares de la función pública aduanera  y de las personas, físicas o jurídicas, que intervienen en las operaciones de comercio exterior, dentro del plazo al que se refiere el artículo 62 de esta ley”.
Como se deduce claramente de la norma transcrita, se trata de un control aduanero realizado en forma diferida, es decir, en un momento posterior al despacho de las mercancías, pero que debe ser efectuado dentro del plazo de 4 años establecido por el artículo 62 de la ley, salvo las excepciones de ley.  También durante ese plazo podrá exigirse el pago de los tributos que se hubieran dejado de percibir, sus intereses y recargos de cualquier naturaleza. (ver también el artículo 59-60 del CAUCA).

Por otra parte respecto al tema de la obligación tributaria aduanera, el legislador dispuso como dijimos la posibilidad de su revisión, en tal sentido, señala el artículo 59 de la LGA:

Artículo 59. Revisión de la determinación.


“En ejercicio de los controles inmediatos, a posteriori o permanentes, la autoridad aduanera podrá revisar la determinación de la obligación tributaria aduanera bajo criterios de selectividad, aleatoriedad o ambos.  La determinación podrá ser modificada, en el plazo establecido en el Artículo 62 de esta ley.  Cuando se haya determinado definitivamente uno o varios de los elementos que conforman la obligación tributaria aduanera, como resultado final del procedimiento ordinario establecido en los Artículos 192 y siguientes de esta ley o por sentencia judicial firme, estos elementos no se podrán modificar posteriormente, salvo que se haya cometido un delito que haya incidido en la determinación definitiva.”

Según lo expuesto, tenemos entonces que tanto la legislación comunitaria como la nacional, le dan a las autoridades aduaneras, la posibilidad de realizar no sólo la verificación de lo declarado durante el despacho, sino que también podrá hacerlo a posteriori, sin que el ejercicio de uno u otro control sea excluyente entre sí, como textualmente lo señala el artículo 59 del CAUCA, que indica:
“Artículo 59       Selectividad y aleatoriedad de la verificación
 
La declaración autodeterminada, será sometida a un proceso selectivo y aleatorio que determine si  corresponde  efectuar la verificación inmediata de lo declarado.  Dicha verificación no limita las facultades de fiscalización posterior a cargo de la autoridad aduanera. “  

En igual sentido los artículos 22, 23 y 59 de la Ley General de Aduanas, según lo expuesto, disponen que sólo cuando la determinación de uno o varios elementos de la obligación tributaria aduanera, se haya realizado de manera definitiva a través de un procedimiento ordinario, no podrá ser modificada, salvo caso de delito.   Disposiciones éstas que de manera clara y contundente desvirtúan el planteamiento del recurrente, y las cuales se ve este  Tribunal obligado a aplicar en virtud del principio de legalidad regulado por los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública.
De lo expuesto se sigue que es correcto que la Administración haya iniciado el presente procedimiento en aras de revisar lo actuado en el despacho, concretamente en cuanto al valor de las mercancías, no llevando razón el recurrente en su planteamiento.

·  El funcionario aduanero es el responsable por no realizar las correcciones oportunas dentro del procedimiento de despacho: Se alega que de acuerdo al artículo 86 de la LGA y al procedimiento de despacho aplicable, el agente aduanero, consigna en la declaración aduanera la información correspondiente para la determinación de la obligación tributaria aduanera, esencialmente la descripción de las mercancías, su clasificación arancelaria, cantidad y tributos y el funcionario aduanero procede a revisarla y si todo está en orden asigna el tipo de revisión que le corresponde, de tal manera que en este caso el funcionario incumplió con sus obligaciones, ya que al no presentar la declaración una clase tributaria él no debió aceptarla hasta que se subsanaran los defectos.  Así, si la información consignada en la declaración presentaba un error, al no incluirse la clase tributaria requerida y que según la apertura del procedimiento no existía, pensar que su representada es responsable por una actuación totalmente ajena a su función, es improcedente porque debió el funcionario de aduanas paralizar la presentación de la declaración y notificar de inmediato el error y someter a conocimiento de sus superiores si cambia una sanción administrativa contra el agente aduanero por el error dado en dicha declaración, por lo que lo procedente es iniciar el procedimiento contra esos funcionarios incluyendo al importador, conforme con los artículos 10 del CAUCA y 16 de la LGA, máxime que en este caso, hubo revisión documental, cuyos elementos eran fácilmente verificables con la información soportada en el sistema informático.

Al respecto debe indicarse que definitivamente no puede este Tribunal compartir el criterio esbozado por el recurrente, que propugna una irresponsabilidad del agente aduanero por sus actuaciones, lo cual es indiscutiblemente contrario no sólo al espíritu sino también al texto expreso de la normativa nacional y comunitaria que regulan nuestro régimen jurídico aduanero.

Efectivamente como lo ha venido reiterando este Tribunal, desde su creación y en vasta jurisprudencia, y como igualmente lo ha reconocido nuestro Tribunal Constitucional, el agente aduanero no está concebido como un simple intermediario entre el Servicio Nacional de Aduanas y el consignatario de las mercancías, sino que por el contrario, el agente aduanero es un profesional, especialista con conocimiento técnico en la materia aduanera y de comercio exterior, que ejerce una representación legal de su poderdante, (del importador- consignatario de las mercancías), para las actuaciones y notificaciones del despacho aduanero y los actos que deriven de él (artículo 33, párrafo II de la LGA).

En palabras de la Sala Constitucional, la actividad que realizan los agentes aduaneros, “...No se trata del ejercicio de cualquier actividad comercial o empresarial sino que se refiere a una labor de coadyuvancia con los órganos de la Administración Pública en la gestión pública aduanera y que se les ha delegado por parte del Estado en razón del cumplimiento de una serie de requisitos previos que así lo permiten...”.Véase voto N° 2002-00843 del 30 de enero del 2002.  

Se sigue de lo anterior, la relevancia que para el Fisco tiene la participación del agente aduanero en el procedimiento de despacho, al punto de que partiendo del principio de buena fe y responsabilidad de sus actuaciones le ha delegado parte de la gestión aduanera, de tal suerte que el agente se ha convertido en su coadyuvante o cogestor.  Paralelamente a ello, el agente por tal cogestoría ha asumido un régimen de responsabilidad no sólo frente a su cliente sino también ante el Fisco, por el ejercicio de su representación legal. 

Y es que la legislación no podría propiciar y en efecto no lo hace, un sistema en que el agente aduanero tuviera una participación obligatoria en el despacho, como sucede en nuestro caso, por expresa disposición del artículo 37 de la Ley General de Aduanas, en razón de lo cual los consignatarios de las mercancías se ven obligados a su contratación (con las excepciones legalmente previstas), lo cual implica para el agente una remuneración económica, sin que paralelamente se le haya instaurado un régimen de responsabilidad para sus clientes, como sucede con todos los profesionales que ofrecen sus servicios, sin que éste sea un caso de excepción.

De igual forma, si el Estado obliga a los consignatarios de las mercancías a la contratación de los servicios profesionales de los agentes aduaneros para el despacho de las mercancías en aras de asegurarles el debido asesoramiento técnico y representación en sus trámites, facilitando la actuación de los agentes al delegarles muchas de las funciones que en el pasado realizaba con exclusividad el Servicio Aduanero, en aras de que puedan brindar un mejor servicio a sus clientes y procurar una mayor agilización de las operaciones de comercio exterior y por ende un mayor apoyo a la competitividad de nuestras empresas, no resultaría jurídicamente posible pensar que el Estado que está llamado a cumplir y satisfacer los fines e intereses públicos por encima de los intereses privados, pueda permitir que por la ejecución de tales labores de coadyuvancia, los agentes aduaneros no tengan que asumir la responsabilidad tributaria, correctiva y eventualmente penal, por todas y cada una de sus actuaciones.  Y es precisamente en protección de ese interés público, que la legislación estableció el régimen de responsabilidad del agente aduanero, por todas sus actuaciones.  
Partiendo de lo expuesto no es atendible lo argumentado en el sentido de que 
el agente aduanero, consigna en la declaración aduanera la información correspondiente para la determinación de la obligación tributaria aduanera, esencialmente la descripción de las mercancías, su clasificación arancelaria, cantidad y tributos y el funcionario aduanero procede a revisarla y si todo está en orden asigna el tipo de revisión que le corresponde, de tal manera que en este caso el funcionario incumplió con sus obligaciones, ya que al no presentar la declaración una clase tributaria él no debió aceptarla hasta que se subsanaran los defectos, por lo que lo procedente es  iniciar el procedimiento contra dicho funcionario aduanero.  Por el contrario el agente como auxiliar que interviene habitualmente en el despacho aduanero, es conocedor de la normativa existente, y en el caso de vehículos sabe que a efectos de declarar el valor de importación de los mismos, debe seguir el procedimiento claramente establecido en el decreto  N°32458 que es el aplicable en este caso, no pudiendo trasladar la responsabilidad de no haber tenido la diligencia debida al momento de realizar la declaración aduanera, y haber procurado por los medios establecidos, una declaración aduanera correcta, respecto a la clase tributaria y valor de importación del vehículo despachado, a los funcionarios aduaneros.  Además note el recurrente que su actuación es reprochable toda vez, que incluso lo que motiva el cambio en la clase tributaria y en consecuencia en el valor del vehículo fue la incorrecta declaración de las características de la mercancía, porque se indicó bajo fe de juramento que se trataba de un vehículo  marca Nissan, estilo Sentra, sin consignar que en realidad era un Sentra XE, además de que se declaró como vehículo con transmisión mecánica de 5 velocidades, cuando en realidad conforme con el número de identificación del vehículo, corresponde a un vehículo de transmisión automática, características éstas, que hacen que deba modificarse la clase tributaria declarada, a la que en efecto corresponde al vehículo con la descripción correcta, a saber, marca Nissan, estilo Sentra XE, modelo Sedán, Año 1993, Número de Identificación JN1EB31POPU224386, transmisión automática.  Tales omisiones e incorrecciones no son justificables, máxime que con anterioridad al despacho, según, consta a folio 3, se levantó la ficha vehicular N°155, en el Almacén Fiscal XXXXXXX, en donde se encontraba depositado el vehículo, y en la cual se consignan las características del mismo, siendo que desde ese momento se determinó  que eran un Nissan Sentra XE de transmisión automática, además de las características supra señaladas, por lo que existe conexidad entre la información contenida en dicha ficha vehicular y las características del vehículo que se señalan en el oficio AVT-ATSJ-098-6 de 15-6-2006, (folios-15-21), estableciéndose en el presente caso, una plena identificación entre el vehículo desalmacenado y las características que señala la Administración que corresponden a la clase tributaria N° 2196844, puesto que lo que hubo en el momento del despacho fue una errónea declaración de las características del vehículo, siendo en consecuencia procedente el cambio aplicado por la Administración.
· La DGA a pesar de que le da un debido proceso, en realidad en los considerandos parte de que es una verdad real que el valor debe modificarse y cobrarse la diferencia de tributos.  En tal sentido aduce el interesado que la DGA, señala como responsable a la Agencia recurrente y al importador por los impuestos dejados de percibir, y si bien en la parte dispositiva se habla en términos de supuestas diferencias sin embargo, en todos los considerandos de la resolución, la DGA da como una verdad real que el valor de las mercancías debe modificarse y cobrarse los tributos dejados de percibir.  Actuación que conlleva una desventaja evidente para su representada, pues a pesar de la defensa que realiza, indica que la DGA mantendrá lo que ya ha adelantado.  El hecho de conceder un plazo de 15 días para presentar la defensa y pruebas no justifica el respeto del debido proceso, pues se deduce a una meridiana inteligencia la subjetividad de la DGA en este proceso.

En tal sentido estima este Colegio que son infundadas las afirmaciones de la parte recurrente porque el procedimiento administrativo, tiene como finalidad que ambas partes, en este caso la Administración y el recurrente hagan llegar al expediente los elementos de hecho y de derecho necesarios que respalden sus pretensiones, de tal suerte que es válido que la Administración Aduanera, con base en la investigación realizada y pruebas recabadas, sostenga en la apertura del procedimiento, que en su criterio podría resultar procedente el cambio de clase tributaria  y en consecuencia del valor declarado, para lo cual hace referencia a los elementos de juicio que le hacen arribar a esa conclusión, siempre en el entendido de que estamos ante una mera probabilidad de ajuste, y que dependerá de los demás elementos que el afectado pueda hacer llegar al expediente en su defensa, que en el acto final se puedan confirmar o desecharan los cargos formulados.  Sin embargo, de la evidencia en expediente, consta que ni  la Agencia afectada ni el importador de las mercancía, se han preocupado en la especie por refutar o desvirtuar con la prueba pertinente los hechos atribuidos por la administración, porque no sólo no presentaron alegatos de defensa contra el acto inicial, sino que tampoco al momento de presentar los recursos ordinarios, realizan un descargo técnico, por el fondo, ni presentan pruebas de descargo que permita tanto a la Administración como a esta Tribunal, poder considerar su posición.  Por el contrario, la DGA en este caso concreto, realiza un planteamiento en el acto inicial debidamente fundamentado y sustentado en prueba idónea que sin lugar a dudas confirma que en este caso, dadas las correctas características del vehículo despachado, corresponde el cambio de clase tributaria y la modificación del valor de importación, conforme con el decreto ejecutivo vigente al momento del hecho generador de la importación realizada.
· Vicios en el motivo y el contenido del acto: Aduce el recurrente, en su escrito de interposición de los recursos que existe nulidad absoluta por carecer el acto final de los elementos necesarios que le dan validez al acto administrativo, como son el contenido y el motivo, entre otros.

Al respecto y a pesar de que en realidad el interesado no desarrolla ni puntualiza en qué consisten las nulidades alegadas, debe señalarse que estima este Colegio, que las actuaciones de la Administración en el presente caso, no sólo están fundamentadas en un motivo válido, como antecedente normativo que justifica las facultades de la administración aduanera para haber iniciado las presentes diligencias, sino que además existe en la especie una adecuada motivación de las actuaciones, puesto que tanto en el acto de apertura como en el final del procedimiento, se han indicado los fundamentos de hecho y de derecho que sustentan las decisiones en el presente caso.  Efectivamente se cita el decreto en virtud del cual debe revisarse el valor declarado, puesto que en el se establece el procedimiento que se debe seguir al efecto, y se explica en forma detallada, cómo debe procederse a efecto de determinar cual es el valor que conforme a la normativa debe tomarse como aplicable. Tal situación se contempla en la apertura del procedimiento, de tal forma que el afectado conoce cuáles son las razones y el fundamento que ha tenido la aduana, para el ajuste de valor, por lo que ha tenido la oportunidad en todo momento de refutarlas y de aportar prueba en contrario, no habiendo indefensión en ese sentido, y cumpliendo con los fines previstos por el ordenamiento jurídico para tales actos, además que en el por tanto del acto la aduana es clara en ordenar la modificación del valor, no visualizando este Tribunal, vicios de contenido en el presente caso, puesto que la parte dispositiva del acto es clara y precisa.  En razón de lo expuesto no lleva razón el recurrente en sus alegatos de que el acto de apertura es omiso en cuanto al contenido, motivo y fin.
IV.  Sobre el Fondo: Una vez solventado la ausencia de vicios de nulidad alegados por el recurrente, resta por señalar que lo actuado por la Dirección General de Aduanas al revalorar las mercancías objeto del presente asunto, está ajustado al ordenamiento jurídico, puesto que como ha señalado en forma reiterada la jurisprudencia de este Tribunal, el procedimiento aplicable para la valoración de los vehículos usados, es el contenido en el decreto utilizado por la Administración Aduanera en el presente caso, razón por la que debe mantenerse lo actuado en cuanto a la modificación del valor y el aumento del monto total de los impuestos de importación en el caso concreto.

En efecto, debe recordarse, que efectivamente la Autoridad Aduanera es el órgano competente para realizar los ajustes de la mercancía tanto en control inmediato, como en el a posteriori, sin embargo, en materia de vehículos como el que refiere el presente asunto, debe observar el procedimiento establecido por el Decreto Ejecutivo número 32458-H del 07-07-2005 vigente al momento de los hechos, toda vez que esa disposición reglamentaria establece claramente el procedimiento especial que debe seguirse para valorar vehículos, conforme lo indica el artículo 2  que reza: 

“Artículo 2º—El procedimiento para determinar el valor sobre el cual se cobrarán los impuestos creados por la Ley del Impuesto General sobre las Ventas, la Ley de Consolidación de Impuestos Selectivos de Consumo y la Ley 6946, para los casos de importaciones de las mercancías comprendidas en las partidas 87.02, 87.03, 87.04 y 87.11, que estén gravadas con el Impuesto Selectivo de Consumo y no estén afectas a los Derechos Arancelarios a la Importación, será el que se detalla en el anexo al presente decreto.”
En esa línea, establece la parte considerativa del citado Decreto, básicamente que la tributación de vehículos es una de las mercancías que inciden en la recaudación fiscal, lo que obliga a adoptar procedimientos para un mejor control del valor tributario de ese grupo de mercancías, y que a su vez conlleven a una mayor transparencia tanto en la comercialización como en la importación de los vehículos, por lo que se debe tener en consideración una serie de aspectos como los listados oficiales de valores promedios de vehículos con los que cuenta el Ministerio a través de la Dirección General de Tributación.  De allí que la Administración Aduanera con fundamento en el decreto de cita, debe cumplir los procedimientos del despacho aduanero y el procedimiento especial establecido por el Poder Ejecutivo, consultando mediante el sistema de información el valor establecido en la Lista de Valores de Vehículos de Tributación y/o solicitar el dictamen correspondiente al Órgano designado por la Dirección General de Tributación, quien tiene la competencia por vía reglamentaria de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del citado decreto
, para efectos de determinar el valor sobre el cual se cobrarán los impuestos internos. Asimismo, resulta oportuno indicar que sobre el Sistema de Información Integral de la Administración Tributaria (SIIAT) y sobre los programas informáticos utilizados para la valoración de vehículos ya ampliamente en reiteradas ocasiones se ha pronunciado este Tribunal, ver entre otras las Sentencias N°  266-07, 272-07, 277-07 y 283-07 todas del 24 de agosto del 2007.
Así, tenemos que en el presente asunto la administración aduanera se apegó al procedimiento reglado para determinar la clase tributaria y el valor del vehículo investigado, toda vez que la DGA dentro de sus facultades de control y fiscalización de la actividad aduanera, procedió a revisar la declaración aduanera de repetida cita
, para ello solicitó criterio técnico a la Dirección General de Tributación, la autoridad competente Área de Valoraciones Tributarias con oficio AVT-ATSJ-098-6 del 15-6-2006 emite criterio sobre la clase tributaria y el valor correcto para el vehículo usado nacionalizado con la declaración aduanera N° XXXXXXX del 2-3-06, de la Aduana Santamaría señalando entre otras cosas que  
“…De acuerdo con el estudio efectuado del VIN (JN1EB31POPU224386) en el carfax.com (ver anexo 1), la información adjunta en el expediente y como referencia de la ficha vehicular N°155, levantada el 3 de febrero de 2006 en la Agencia Aduanal (sic) XXXXXXX, el vehículo en mención es marca NISSAN, estilo SENTRA XE, año 1993, 1600 centímetros cúbicos, tracción: sencilla, carrocería: sedan 4 puertas, transmisión automática, y se ubica en la base de datos (SIIAT) de la Administración Tributaria del Ministerio de Hacienda, en la clase tributaria N°2196844 con un valor de importación de ¢722.200…
De conformidad con lo anteriormente señalado se establece que, en el vehículo en mención, se dio una incongruencia en cuanto al estilo, ya que este se desalmacenó como SENTRA (clase N° 2263143), cuando en realidad es SENTRA XE (clase N° 2196844), por consiguiente, se determina, que dicho vehículo se desalmacenó en una clase tributaria incorrecta…”  (Ver folios16-17)
Es así, que en expediente queda demostrado que para el ajuste del valor del vehículo en estudio, la Administración se basó en el procedimiento establecido, señalando las diferentes disposiciones, lineamientos y herramientas utilizadas para modificar la obligación tributaria aduanera, determinando que por las características del vehículo (comparación de las especificaciones técnicas: gasolina, año modelo, estilo, cilindrada, VIN, etc) que al vehículo usado marca Nissan Sentra le corresponde la clase tributaria 2196844 por tratarse de un estilo SENTRA XE y que consecuentemente le correspondía otro valor de importación. Haciendo ver al recurrente que en casos como el que se ventila, se debe proceder con base en lo dispuesto en el artículo 2 y numeral 1 del Anexo al decreto N° 32458-H, si el vehículo solicitado no estaba en la Lista de Valores de la Dirección General de Tributación. 
Se evidencia de lo consignado anteriormente que la Dirección General de Aduanas actúo en cumplimiento con las disposiciones que el ordenamiento jurídico le establece al efecto, al haber consultado a la Dirección General de Tributación, el valor para el vehículo amparado a la declaración aduanera de referencia, así como abriendo el correspondiente procedimiento ordinario tendiente a modificar la obligación tributaria aduanera, en el cual procedió en acatamiento al principio de inderogabilidad singular de las normas, consagrado en el numeral 13 de la Ley General de la Administración Pública, a aplicar el procedimiento especial para la valoración de la importación de vehículos, al estar vigente el  Decreto Ejecutivo N° 32458-H del 7 de julio del 2005 cuya obligada utilización ha sido establecida por este Tribunal en casos similares al presente al dictar entre otras la sentencia N° 47-2008 del 6 de marzo del 2008.
De lo anterior, es claro que el procedimiento instaurado en el Decreto de repetida cita resultaba no sólo de obligado acatamiento sino válido y eficaz para la determinación del valor del vehículo objeto de la presente litis. Por tanto, el recurrente debió efectuar su declaración de importación definitiva, aplicando este procedimiento especial de valoración al momento de presentar la declaración a efectos de la determinación de la obligación tributaria aduanera, y el no haber declarado como correspondía, genera que la Administración instaure el procedimiento ordinario tendiente a efectuar el ajuste en el valor, habiéndose otorgado en la presente litis, las garantías procesales que el ordenamiento jurídico establece al efecto y que le han permitido al recurrente en el presente caso el ejercicio de su derecho de defensa.  Así las cosas, con respecto al elemento valor debe declararse sin lugar el presente recurso, confirmando el valor determinado por la DGA de $1.434.13.

. 

POR TANTO
Con base en las facultades otorgadas por el artículo 104 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano, artículos 204, 204 bis, 205 y 210 de la Ley General de Aduanas, por unanimidad se declara sin lugar el recurso de apelación y se confirma la resolución recurrida.  Se da por agotada la vía administrativa. Remítase el expediente a la oficina de origen.  .
Notifíquese 
Loretta Rodríguez Muñoz

Presidenta

Shirley Contreras Briceño                             Enilda Ramírez González
Alejandra Céspedes Zamora                         Gerardo Bolaños Alvarado
Elizabeth Barrantes Coto            
          Dick Rafael Reyes Vargas
� Según el artículo 266 de la LGA, despacho aduanero es el “Conjunto de operaciones y actos necesarios para cumplir con un régimen aduanero; concluye con el levante  o la disposición de las mercancías”.


� En este sentido ver sentencia 11-2000 del TAN


� “Artículo 4º—La Dirección General de Tributación, en lo que corresponda a su competencia, será el ente encargado de emitir los lineamientos para la correcta aplicación del procedimiento consignado en el presente Decreto, además se encargará del manejo y actualización de la Lista de Valores que maneja esta Dirección General. En la actualización de dicha Lista de Valores, se deberá utilizar como una de las herramientas de consulta, para formar criterio en la definición del Valor Fiscal, el Black- Book y otras publicaciones especializadas, adicionando los gastos por flete y seguro, hasta el primer puerto de ingreso al país, así como los impuestos internos y el margen de valor agregado. La información contemplada en la Lista de Valores estará a disposición del público en general, en la página Web del Ministerio de Hacienda.”





� Mediante informe INF-ONVVA-DCP-SR-043-2006 del 28-8-2006 el Órgano Nacional de Valoración y Verificación Aduanera (ONVVA), realizó estudio de la declaración aduanera N° XXXXXXX del 02/03/2006, para establecer el valor y la clase tributaria en la nacionalización del vehículo usado marca Nissan, Sentra XE. (Ver folios 35 a 45)
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